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LEY 8/2013, de 26 de junio,  de rehabil itación, regeneración y 
renovación urbanas.  
 
Como aspecto relevante se debe señalar que la Ley coloca la accesibilidad 
universal como uno de los ejes de los procesos de rehabilitación de edificios y de 
regeneración y renovación del tejido urbano.  
 
Explica el Preámbulo de la Ley la obligación exigida en la Ley 26/2011 de 
realización de los ajustes razonables en accesibilidad universal antes del 2015 y 
sus obras correspondientes. A partir de ese momento son exigibles en todos los 
espacios públicos urbanizados y todos aquellos vinculados de alguna forma a la 
Administración Pública. 
  
La Disposición final primera modifica el artículo 10 de la Ley de Propiedad 
Horizontal buscando incrementar las condiciones de accesibilidad en las 
comunidades de propietarios, siendo lo más reseñable: 
 
- Las obras de accesibilidad deberán realizarse obligatoriamente, aún cuando 

no exista acuerdo de la Junta de Propietarios. 
 
- La iniciativa de las obras puede realizarla cualquier vecino, 

independientemente de que en la vivienda viva una persona con 
discapacidad, o sea mayor de 70 años.  

 
- Se siguen manteniendo las 12 mensualidades como límite, pero ahora es 

posible descontar del importe aquellas subvenciones o ayudas públicas 
que se perciban para las actuaciones. Se hace igualmente obligatorio para la 
comunidad de propietarios, aún cuando el importe de las obras superase 
las 12 mensualidades, la aportación económica hasta ese límite de las 12 
mensualidades.. 

 
- Desaparece la exclusión prevista en la última modificación de la LPH, 

donde se eximía del pago a aquellos propietarios cuyos ingresos fueran 
inferiores a 2’5 veces el IPREM. 

 
Los artículos más relevantes, en cuanto incorporan importantes aspectos de 
garantía de la accesibilidad, serían: 
 
Artículo 2. Definición de ajustes razonables. 
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4. Las medidas de adecuación de un edificio para facilitar la accesibilidad 

universal de forma eficaz, segura y práctica, y sin que supongan una carga 
desproporcionada. Para determinar si una carga es o no proporcionada se 
tendrán en cuenta los costes de la medida, los efectos discriminatorios 
que su no adopción podría representar, la estructura y características de la 
persona u entidad que haya de ponerla en práctica y la posibilidad que 
tengan aquéllas de obtener financiación oficial o cualquier otra ayuda. Se 
entenderá que la carga es desproporcionada, en los edificios constituidos 
en régimen de propiedad horizontal, cuando el coste de las obras 
repercutido anualmente, y descontando las ayudas públicas a las que se 
pueda tener derecho, exceda de doce mensualidades ordinarias de gastos 
comunes.  

 
Artículo 4. El Informe de Evaluación de los Edificios. 
 

1. Los propietarios de inmuebles ubicados en edificaciones con tipología 
residencial de vivienda colectiva podrán ser requeridos por la 
Administración competente, de conformidad con lo dispuesto en la 
disposición transitoria primera, para que acrediten la situación en la que se 
encuentran aquéllos, al menos en relación con el estado de conservación 
del edificio y con el cumplimiento de la normativa vigente sobre 
accesibilidad universal, así como sobre el grado de eficiencia energética de 
los mismos. 

 
2. El Informe de Evaluación que determine los extremos señalados en el 

apartado anterior, identificará el bien inmueble, con expresión de su 
referencia catastral y contendrá, de manera detallada: 

 
b. La evaluación de las condiciones básicas de accesibilidad universal y 

no discriminación de las personas con discapacidad para el acceso y 
utilización del edificio, de acuerdo con la normativa vigente, 
estableciendo si el edificio es susceptible o no de realizar ajustes 
razonables para satisfacerlas. 

 
La Disposición transitoria primera. Calendario para la realización del Informe de 
Evaluación de los Edificios, establece cuándo y en qué plazo deberá realizarse 
este Informe de Evaluación: 
 

a) Los edificios de tipología residencial de vivienda colectiva con una 
antigüedad superior a 50 años, en el plazo máximo de cinco años, a contar 
desde la fecha en que alcancen dicha antigüedad, salvo que ya cuenten 
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con una inspección técnica vigente, realizada de conformidad con su 
normativa aplicable y con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley. 
En este último caso, se exigirá el Informe de Evaluación cuando 
corresponda su primera revisión de acuerdo con aquella normativa, 
siempre que la misma no supere el plazo de diez años, a contar desde la 
entrada en vigor de esta Ley. Si así fuere, el Informe de Evaluación del 
Edificio deberá cumplimentarse con aquellos aspectos que estén ausentes 
de la inspección técnica realizada. 

b) Los edificios cuyos titulares pretendan acogerse a ayudas públicas con el 
objetivo de acometer obras de conservación, accesibilidad universal o 
eficiencia energética, con anterioridad a la formalización de la petición de 
la correspondiente ayuda. 

 
c) El resto de los edificios, cuando así lo determine la normativa autonómica 

o municipal, que podrá establecer especialidades de aplicación del citado 
informe, en función de su ubicación, antigüedad, tipología o uso 
predominante. 
 

Artículo 9. La iniciativa en la ordenación de las actuaciones. 
 

1. La iniciativa para proponer la ordenación de las actuaciones de 
rehabilitación edificatoria y las de regeneración y renovación urbanas, 
podrá partir de las Administraciones Públicas, las entidades públicas 
adscritas o dependientes de las mismas y los propietarios…. 

 
 
Artículo 10. Reglas básicas para la ordenación y ejecución de las actuaciones. 
 

2. Será posible ocupar las superficies de espacios libres o de dominio público 
que resulten indispensables para la instalación de ascensores u otros 
elementos, así como las superficies comunes de uso privativo, tales como 
vestíbulos, descansillos, sobrecubiertas, voladizos y soportales, tanto si se 
ubican en el suelo, como en el subsuelo o en el vuelo, cuando no resulte 
viable, técnica o económicamente, ninguna otra solución para garantizar la 
accesibilidad universal y siempre que asegure la funcionalidad de los 
espacios libres, dotaciones públicas y demás elementos del dominio 
público. A tales efectos, los instrumentos de ordenación urbanística 
garantizarán la aplicación de dicha regla, bien permitiendo que aquellas 
superficies no computen a efectos del volumen edificable, ni de distancias 
mínimas a linderos, otras edificaciones o a la vía pública o alineaciones, bien 
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aplicando cualquier otra técnica que, de conformidad con la legislación 
aplicable, consiga la misma finalidad. 
 

Artículo 12. Efectos de la delimitación de los ámbitos de gestión y ejecución de 
las actuaciones. 
 

1. La delimitación espacial del ámbito de actuación de rehabilitación 
edificatoria y de regeneración y renovación urbanas, sea conjunta o aislada, 
una vez firme en vía administrativa, provoca los siguientes efectos: 

 
b. Legitima la ocupación de las superficies de espacios libres o de 

dominio público de titularidad municipal que sean indispensables 
para la instalación de ascensores u otros elementos para garantizar 
la accesibilidad universal, siendo la aprobación definitiva causa 
suficiente para que se establezca una cesión de uso del vuelo por el 
tiempo en que se mantenga la edificación o, en su caso, su 
recalificación y desafectación, con enajenación posterior a la 
comunidad o agrupación de comunidades de propietarios 
correspondiente, siempre que resulte inviable técnica o 
económicamente cualquier otra solución y quede garantizada la 
funcionalidad del dominio público correspondiente. 

 
Artículo 13. Las formas de ejecución. 
 

1. Las Administraciones Públicas podrán utilizar, para el desarrollo de la 
actividad de ejecución de las actuaciones de rehabilitación edificatoria y las 
de regeneración y renovación urbanas, todas las modalidades de gestión 
directa e indirecta admitidas por la legislación de régimen jurídico, de 
contratación de las Administraciones Públicas, de régimen local y de 
ordenación territorial y urbanística. 

 
3. Tanto en los supuestos previstos en el apartado anterior, como en todos 

aquellos otros que deriven de una actuación de iniciativa pública, la 
Administración resolverá si ejecuta las obras directamente o si procede a 
su adjudicación por medio de la convocatoria de un concurso público, en 
cuyo caso, las bases determinarán los criterios aplicables para su 
adjudicación… La adjudicación del concurso tendrá en cuenta, con carácter 
preferente, aquellas alternativas u ofertas que propongan términos 
adecuadamente ventajosos para los propietarios afectados… y aquellas que 
produzcan un mayor beneficio para la colectividad en su conjunto y 
propongan obras de eliminación de las situaciones de infravivienda, de 
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cumplimiento del deber legal de conservación, de garantía de la 
accesibilidad universal, o de mejora de la eficiencia energética. 

 
Disposición final primera. Modificación de la Ley 49/1960, de 21 de julio, sobre 
Propiedad Horizontal. 
 
Se modifican los artículos 2, 3, 9, 10 y 17 y la disposición adicional de la Ley 
49/1960, de 21 de julio, sobre Propiedad Horizontal. 
 
Cuatro. El artículo 10 queda redactado de la siguiente manera: 
 

1. Tendrán carácter obligatorio y no requerirán de acuerdo previo de la Junta 
de propietarios, impliquen o no modificación del título constitutivo o de 
los estatutos, y vengan impuestas por las Administraciones Públicas o 
solicitadas a instancia de los propietarios, las siguientes actuaciones: 

 
a) Los trabajos y las obras que resulten necesarias para el adecuado 

mantenimiento y cumplimiento del deber de conservación del 
inmueble y de sus servicios e instalaciones comunes, incluyendo en 
todo caso, las necesarias para satisfacer los requisitos básicos de 
seguridad, habitabilidad y accesibilidad universal, así como las 
condiciones de ornato y cualesquiera otras derivadas de la imposición, 
por parte de la Administración, del deber legal de conservación. 

 
b) Las obras y actuaciones que resulten necesarias para garantizar los 

ajustes razonables en materia de accesibilidad universal y, en todo 
caso, las requeridas a instancia de los propietarios en cuya vivienda o 
local vivan, trabajen o presten servicios voluntarios, personas con 
discapacidad, o mayores de setenta años, con el objeto de asegurarles 
un uso adecuado a sus necesidades de los elementos comunes, así 
como la instalación de rampas, ascensores u otros dispositivos 
mecánicos y electrónicos que favorezcan la orientación o su 
comunicación con el exterior, siempre que el importe repercutido 
anualmente de las mismas, una vez descontadas las subvenciones o 
ayudas públicas, no exceda de doce mensualidades ordinarias de gastos 
comunes. No eliminará el carácter obligatorio de estas obras el hecho 
de que el resto de su coste, más allá de las citadas mensualidades, sea 
asumido por quienes las hayan requerido. 

 
Desaparece la exclusión de esta obligación, vigente hasta ahora, a aquellos 
propietarios cuyos ingresos fueran inferiores a 2’5 veces el IPREM. 
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Disposición final duodécima. Modificación del texto refundido de la Ley de Suelo, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio. 
 
Uno. El artículo 2 queda redactado de la siguiente manera: 
 
«Principio de desarrollo territorial y urbano sostenible. 
 

3. Además de lo dispuesto en el apartado anterior, los poderes públicos 
propiciarán la consecución de un medio urbano que esté suficientemente 
dotado, en el que se ocupe el suelo de manera eficiente, y en el que se 
combinen los usos de forma funcional, garantizando, en particular: 

 
b) La accesibilidad universal, de acuerdo con los requerimientos legales 

mínimos, de los edificios de uso privado y público, de los espacios de 
uso público y de los transportes públicos. 
 

Cinco. El artículo 9 queda redactado de la siguiente manera: 
 
«Contenido del derecho de propiedad del suelo: deberes y cargas. 
 
El derecho de propiedad de los terrenos, las instalaciones, construcciones y 
edificaciones, comprende con carácter general, cualquiera que sea la situación en 
que se encuentren, los deberes de dedicarlos a usos que sean compatibles con la 
ordenación territorial y urbanística y conservarlos en las condiciones legales para 
servir de soporte a dicho uso, y en todo caso, en las de seguridad, salubridad, 
accesibilidad universal y ornato legalmente exigibles… 
 
 


